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E
n esta ocasión, Infocopha querido hacerse eco en En Porta-
da, del trabajo que psicólogos y psicólogas están desarro-
llando en el ámbito de la Psicología Jurídica del Menor. De

manera general, y sin que esto agote las posibilidades de interven-
ción y abordaje en este campo, se puede considerar que la Psicolo-
gía Jurídica aplicada a los menores abarca dos grandes áreas. Por
una parte, todo el trabajo vinculado a la defensa de los menores en
cuanto a la vulneración de sus derechos fundamentales. Se inclui-
rían aquí temas tan importantes como las adopciones, tutelas por
parte de padres y adultos, abusos sexuales y malos tratos, etc. Por
otra, el abordaje más centrado en el terreno de las responsabilida-
des penales de los menores ante la comisión de algún acto delicti-
vo. Los profesionales de la Psicología, como en el caso anterior,
desempeñan una labor decisiva, no sólo en todo el proceso judicial
y en la elaboración de informes periciales, sino también a la hora
de implementar las medidas judiciales adoptadas por el Juez (dise-
ño y puesta en marcha de programas de intervención en centros de
acogida y/o internamiento, etc.). En este monográfico se ha queri-
do prestar una especial atención a este segundo ámbito de trabajo.

Con este propósito, el número que nos ocupa recoge tres entre-
vistas realizadas a personalidades destacadas y especialistas en
materia de Justicia de Menores. En la primera entrevista, el actual
Defensor del Menor de Madrid, D. Arturo Canalda, ofrece un
panorama general sobre la situación legal de los menores infrac-
tores en asuntos relevantes como el acoso escolar, y da su visión
sobre el papel que psicólogos y psicólogas desempeñan en este
campo. En una segunda entrevista, D. Emilio Calatayud, titular
del Juzgado de Menores Nº 1 de Granada, habla de la denomi-
nada Ley del Menor, de sus implicaciones en la atención con los
más jóvenes y del papel de la Psicología dentro del marco de la
Ley. El monográfico finaliza con la entrevista concedida a esta
publicación por dos de las psicólogas de la Agencia de la Comu-
nidad de Madrid para la Reeducación y Reinserción del Me-
nor Infractor, Teresa Arce e Inmaculada Lacasta, que aborda
en profundidad la labor que desempeñan los equipos técnicos
dentro del ámbito de la Ley del Menor, y en los que se incluye el
profesional de la Psicología como pieza central. 
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Si bien la Psicología Jurídica ha pres-
tado desde siempre una atención espe-
cial al ámbito del menor, con la
entrada en vigor de la Ley de Respon-
sabilidad del Menor en el año 2001 y el
peso que concede a los equipos técnicos
multidisciplinares, el papel de los pro-
fesionales de la Psicología y la refle-
xión sobre su labor en este campo se
torna más decisivo.

Con el fin de conocer en más detalle
las necesidades del colectivo de meno-
res infractores, tanto en el terreno de la
vulneración de sus derechos como en el
de la responsabilidad penal ante la co-
misión de actos delictivos, Infocop ha
querido entrevistar para sus lectores a
D. Arturo Canalda González, actual
Defensor del Menor de la Comunidad
de Madrid.

Licenciado en Derecho y Diplomado
en Asesoría Fiscal y Derecho Tributa-
rio, D. Arturo Canalda Gonzáleztiene
una larga trayectoria en la vida políti-
ca de nuestro país, habiendo desempe-
ñado diversos cargos desde 1997.
Desde noviembre de 2006 es Defensor
del Menor de la Comunidad de Ma-
drid.

En esta entrevista, el Defensor del
Menor ofrece un panorama general de
la situación de los menores infractores
y de sus necesidades, y da su opinión
sobre la denominada Ley del Menor,
así como su visión sobre el papel que
los profesionales de la Psicología y los
equipos técnicos desempeñan en el ám-
bito jurídico del menor.

Infocop: En primer lugar, nos gusta-
ría que nos hablara de los menores
infractores. ¿Cuáles son las principa-
les características de estos jóvenes?
¿Podríamos hablar de un perfil psico-
social específico?
Arturo Canalda: Realmente no hay un
único perfil bajo el cual se pueda en-
globar a todos estos jóvenes. Es muy
complicado decir que todos los chicos
que delinquen presentan unos rasgos
comunes; más bien, nos encontramos
con diferentes realidades que a noso-
tros, como institución, nos preocupan
mucho. Una de estas situaciones es la
problemática de las rupturas matrimo-
niales, cuestión que cada vez tiene más
relevancia en nuestra sociedad. Sin lu-
gar a dudas, esta realidad puede tener
una gran incidencia en la vida de los
menores, desde muchos puntos de vis-
ta: abarcando el ámbito de la educa-
ción, el de las relaciones con otros
miembros de la familia, etc. Así, es fre-
cuente que los chicos no sepan afrontar

la situación en la que se encuentran sus
padres y que en muchos casos sean uti-
lizados por los adultos sin tener culpa
de la situación parental.

Por otro lado, tal y como muestran las
últimas estadísticas presentadas por la
Fiscalía de Menores hace unas semanas,
los menores que delinquen son cada vez
más jóvenes. Ahora nos enfrentamos a
la problemática de niños con edades
comprendidas entre los 12 y 14 años,
que están empezando a cometer sus pri-
meros delitos, los cuales son inimputa-
bles desde el punto de vista penal. Estos
menores, que están entrando a formar
parte de estas terribles estadísticas, son
otro asunto que nos preocupa sobrema-
nera, haciéndonos cuestionar que algo
está fallando en nuestra sociedad. A su
vez, esta pregunta nos lleva directamen-
te al asunto de la educación que están
recibiendo los menores en general. En
este sentido, y respondiendo a su pre-
gunta, no podríamos hablar tanto de un
perfil psicosocial específico, sino más
bien de la manera de educar. Considero
que es pertinente insistir tanto en la im-
portancia que tiene la educación en va-
lores, como en la necesidad de
implicarnos mucho más en la educación
de nuestros hijos: hay que educar más
en valores y, sobre todo, desde muy pe-
queños.

Otro tema que no quiero pasar por al-
to es el de la inducción al delito. En
muchas ocasiones, estos niños son in-
ducidos a la comisión del delito por los
adultos. Es cierto que suelen encon-
trarse en un entorno algo más desfavo-
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recido, pero la realidad es que son uti-
lizados por unos adultos, ya sean pa-
dres u otros, que lo que buscan es que
sean los menores los que cometan el
delito para evitar todo tipo de respon-
sabilidad penal.

Hasta aquí, hemos hablado de la im-
portancia de la educación en valores y
de la inducción al delito al menor, como
factores clave, y no nos hemos orienta-
do tanto a que exista un perfil determi-
nante. Por otra parte, no podemos pasar
por alto los delitos más graves y violen-
tos, los cuales requieren de una atención
especial: las familias de muchos de es-
tos jóvenes infractores presentan pro-
blemas de drogas, alcohol, etc. En este
contexto familiar es más probable que
se pueda dar un delito de estas caracte-
rísticas, no obstante, insisto en que es
muy complicado hablar de un único
perfil psicosocial.

A mí me interesa más centrarme en el
problema de manera global, entendién-
dolo en toda su dimensión, evitando la
estigmatización que puede suponer ha-
blar de unas características propias y
un perfil específico. Es importante no
estigmatizar porque también nos en-
contramos con la realidad de que mu-
chos de los chavales que se encuentran
en situaciones desfavorecidas hacen un
gran esfuerzo para salir adelante y lo
consiguen. El que se encuentre en un
ambiente desfavorecido y tenga, por
ejemplo, un padre drogadicto, no im-
plica que el menor se vaya a convertir
en un delincuente. Es verdad que pue-
de tener más posibilidades o más peli-
gro, al encontrarse en una situación de
vulnerabilidad, pero lo que hay que ha-
cer es ver cada caso individualmente y
desde ahí, analizar los posibles oríge-
nes y las consecuencias de estos actos
delictivos.

I.: El tema del acoso escolar es un
asunto que acapara gran atención por
parte de los medios de comunicación
en nuestros días, dando la impresión
de que es un fenómeno muy extendido,
a pesar de que diversos especialistas e
informes apuntan a que la situación
no es tan alarmante. De hecho, somos
conocedores del II Informe de Violen-
cia Escolar, presentado el pasado mes
de febrero por la oficina del Defensor
del Pueblo y por UNICEF-España, en
el que se aportan datos interesantes al
respecto. Desde su punto de vista, ¿qué
relación guarda el acoso escolar con la
Ley de Responsabilidad Penal del Me-
nor? 
A.C.: Es un asunto complicado porque,
desde el punto de vista penal, la respon-
sabilidad del menor depende de la edad
que tenga; no podemos pasar por alto
que el acoso escolar es un asunto inim-
putable si los agresores tienen menos de
14 años. Recientemente nos hemos en-
frentado al asunto del colegio suizo, un
caso de acoso escolar clarísimo desde el
punto de vista educativo y del comporta-
miento del menor en el aula, pero en el
que un juez ha determinado que no hay
responsabilidad penal al tratarse de cha-
vales muy jóvenes. Tampoco se ha esta-
blecido responsabilidad alguna de
aquellos adultos que tenían la obligación
de estar pendientes de que eso no ocu-
rriera, como son los responsables del co-
legio. Aunque contemos con sentencias
de este tipo, no quiere decir que no exista
acoso escolar. La problemática del acoso
escolar es mucho más una cuestión de
fondo que de casos concretos. Sin em-
bargo, no podemos tampoco olvidar que
la última reforma de la Ley de Responsa-
bilidad Penal del Menorintroduce la po-
sibilidad de alejamiento de la víctima en
algunos casos de acoso escolar.

No obstante, soy de la opinión de que
tampoco hay tantos casos, la cuestión es
que tenemos unos medios de comunica-
ción que están permanentemente mos-
trando imágenes de acoso escolar,
cuando realmente se trata de los mis-
mos casos una y otra vez. Incluso, esto
puede generar un efecto llamada. A ve-
ces, una simple pelea de unos chicos en
el patio del colegio grabada con un telé-
fono móvil y que no tendría que tener
otra trascendencia que entenderse como
simple disputa entre unos amigos, col-
gada en la Red y descontextualizada,
puede llegar a parecer un caso horrible
de acoso escolar. Si cualquier persona
teclea en Googleo en You Tube,por
ejemplo, “pelea de niños”, aparecen in-
finidad de vídeos que muchas veces no
se tratan más que de una simple discu-
sión o una pelea leve entre chicos que
no tendría que llegar a más. El acoso es-
colar, como muy bien saben los psicólo-
gos, está muy claramente definido:
aquellas situaciones de superioridad, en
las que hay daño a un menor, continua-
do en el tiempo, etc.; y muchas de esas
imágenes no podrían ser etiquetadas co-
mo ejemplos de acoso escolar.

Cuando digo que muchos de estos ca-
sos no podríamos etiquetarlos como aco-
so escolar, no quiero decir que no sean
importantes; no se trata tampoco de qui-
tarles la relevancia que puedan tener.
Más bien, en lo que quiero insistir es en
que hay que ponderar adecuadamente
cuándo estamos ante un auténtico caso
de acoso escolar y cuándo no; así como
tener claro que tampoco vivimos en una
situación generalizada de acoso escolar. 

¿Qué falla en estos casos? Quiero vol-
ver a lo que hablábamos antes: lo que
falla en la mayoría de estos casos es que
hay ausencia de una buena educación
en valores. El problema es que no se en-
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seña a los niños desde muy pequeños
con cariño y con el esfuerzo continuado
de padres y profesores. Hay que trans-
mitir con claridad a nuestros menores
que las diferencias no se dirimen con
peleas y que hay que ayudar a los más
débiles... Educar en valores implica ex-
plicarles y hacerles ver que hay que co-
laborar con los padres, con los
compañeros y esforzarse para ser al-
guien en la vida, etc. En este sentido,
los padres tienen que colaborar estre-
chamente con las escuelas y los profe-
sionales de la Educación. Ésta es una
labor, en primera instancia, que compe-
te a los padres, pero que necesariamente
requiere del compromiso de padres y
educadores, para que la comunicación
entre ambos sea muy fluida. Sólo así se
podrán detectar los casos de acoso esco-
lar y se podrá actuar a tiempo.

I.: Usted está poniendo el énfasis en la
educación en valores como una gran
necesidad a la que habría que atender.
¿A qué otras necesidades cree usted
que habría que prestar atención de
manera especial, tanto desde un punto
de vista político como social?
A.C.: Es impensable educar a los hijos
de una manera adecuada si no se cuen-
ta con tiempo suficiente para ello. Con
el estilo de vida actual que tienen la
mayoría de los padres y madres, hoy
en día es muy difícil poder dedicar el
tiempo que requiere una adecuada edu-
cación a los hijos. La incorporación
permanente de la mujer al mercado la-
boral, por otra parte, hecho éste funda-
mental en nuestra sociedad, está
favoreciendo que los niños pasen mu-
cho tiempo solos, viendo la televisión
o jugando con la consola de video-jue-
gos o el ordenador... ¿Qué hay que ha-
cer? En primer lugar, fomentar las

medidas de apoyo a la familia y aqué-
llas dirigidas a la conciliación entre la
vida familiar y laboral. 

Otras veces, la dificultad no radica
tanto en la cantidad de tiempo que hay
que dedicarle a los hijos sino en la cali-
dad del mismo. En esta línea, también
es fundamental elaborar materiales y
guías disponibles para padres y educa-
dores, que les proporcionen herramien-
tas: por ejemplo, cómo detectar los
problemas a tiempo; diferenciar cuándo
una simple pelea deja de serlo para con-
vertirse en algo más grave; si un niño
llega triste a casa, tener recursos sufi-
cientes para analizar por qué viene en
ese estado, o por qué no quiere ir a la
escuela, etc. Tal vez, en este último ca-
so, lo que esté pasando no es tanto que
el menor sea un mal estudiante sino,
precisamente, que esté siendo objeto de
algún tipo de discriminación o violencia
escolar por parte de los compañeros.
Igualmente es necesario contar con bue-
nos materiales en las escuelas, que edu-
quen en valores y que ayuden a los
niños a resolver sus diferencias más con
la cooperación y la mediación, en lugar
de con la violencia.

Las políticas de mediación también
están dando muy buenos resultados. En
esta línea, el propio reglamento de con-
vivencia de los centros que ha elabora-
do la Comunidad de Madrid tiene aquí
todo su sentido. No es cuestión única-
mente de dar más autoridad a los profe-
sionales de la educación, porque no se
trata de ser autoritarios; sino, más bien,
de reconocer la autoridad que requiere
su trabajo diario y conjugarlo con el es-
tablecimiento de medidas interesantes
de mediación, con el objetivo de que los
chicos resuelvan sus problemas entre
ellos acudiendo a métodos más coope-
rativos. En definitiva, es una cuestión

que incumbe a todos los actores impli-
cados en el escenario de la educación
española.

I.: Desde la puesta en marcha de la
Ley de Responsabilidad del Menor se
han suscitado no pocos debates sobre
asuntos de gran trascendencia como,
por ejemplo, el carácter educativo y co-
rrector que una ley de estas caracterís-
ticas debe tener, la cuestión de la
severidad de las penas según los casos,
etc. ¿Cuál es su opinión al respecto?
¿Qué balance haría usted desde su
puesta en marcha, en 2001 hasta la ac-
tualidad?
A.C.: Ésta es una de las leyes más con-
trovertidas de los últimos años. Es una
ley que nació sin memoria económica y
que requirió, por parte de las Comuni-
dades Autónomas, un esfuerzo econó-
mico muy importante para ponerla en
marcha. No todos los gobiernos autonó-
micos la han puesto en marcha con la
misma solvencia, aspecto éste que tam-
bién hay que dejar aquí reflejado. Al
mismo tiempo, es una ley que tiene
grandes deficiencias, en dos líneas fun-
damentales.

En la primera, si bien es verdad que se
trata de una ley eminentemente reedu-
cadora (y en esto todos estamos de
acuerdo en que debe ser así, habida
cuenta de su propia naturaleza), tampo-
co es menos cierto que pretende reinser-
tar y re-socializar al menor. Y si alguien
es susceptible de ser reinsertado y re-
socializado ése es un menor: cuando un
árbol está torcido, ya está torcido, pero
si desde pequeño empiezas a corregir
los fallos, probablemente sea mucho
más fácil obtener los resultados espera-
dos. Pero claro, estamos hablando de
que la ley falla cuando tiene que hacer
frente a los delitos más graves. Por
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ejemplo, frente a casos terribles, como
fue el de Sandra Palo, casi con toda se-
guridad, 3 ó 4 años en un centro de me-
didas de estas características tal vez no
sea suficientes para conseguir los obje-
tivos de reinserción y re-socialización
de estos menores. Se requiere de un tra-
bajo mucho más continuado.

Al mismo tiempo, no se puede pasar
por alto la alarma social que ha genera-
do el hecho de que un joven que ha co-
metido un delito tan grave, esté en la
calle en tan poco tiempo; lo que de-
muestra también que la gente no conoce
la ley o, más bien, el momento previo a
esta ley. Con la regulación anterior,
probablemente El Rafita, que es el caso
más sonado, hubiera estado solamente
en un centro de medidas dos años. Con-
trastando esta situación con la regula-
ción actual, la medida sería la de cuatro
años de internamiento más tres de liber-
tad vigilada, y me quedaría, sin lugar a
dudas, con esta última. Pero la pregunta
de fondo aquí sería, ¿estos años son su-
ficientes? Pues probablemente en estos
casos tan duros no sea suficiente y esto
es lo que la ley debería plantearse: es
decir, abordar con más rigor estos deli-
tos tan graves. Siempre digo que ante
delitos excepcionales, hay que contar
con penas excepcionales; pero sin per-
der de vista que éstas tienen que ser pe-
nas desde el punto de vista educativo y
resocializador. En definitiva, diría que
hay que trabajar mucho más con estos
menores en centros adecuados y espe-
cializados, porque es muy difícil que en
tres años salgan en buenas condiciones.

Con respecto a la segunda línea a la
que antes me refería, el problema lo re-
presentan los menores que se encuentran
en un tramo de edad entre los 12 y los 14
años. Me estoy refiriendo a lo que apun-
taba con anterioridad de que los chicos

empiezan a delinquir más pronto. No se
trata de penalizar o meter dentro del ám-
bito penal los comportamientos o actitu-
des de estos chicos; se trata más bien, de
que lo que hoy en día son medidas deno-
minadas de carácter voluntario del códi-
go civil, se puedan transformar en
medidas de carácter obligatorio, pero
también educativas. Hay que tener ma-
yor conciencia de que los menores que
empiezan a delinquir tan jóvenes requie-
ren una mayor atención, para evitar, por
una parte, que se siga en una escalada de
delitos y, por la otra, que sus padres los
utilicen para delinquir.

En resumidas cuentas, hay que actuar
a través de muchas vías: incidiendo en
la educación de los chicos, contando
con medidas duras para aquellos padres
que exponen permanentemente a sus hi-
jos a estas situaciones de delito, así co-
mo también con otras medidas de
ayudas para aquellos padres que tienen
hijos muy complicados con serios tras-
tornos del comportamiento, o del tipo
que sea, y que comienzan muy jóvenes
a delinquir.  

La ley falla en esos dos ámbitos e in-
sisto: endurecería las penas en los deli-
tos más graves, pero igualmente
pondría mayor énfasis en las medidas
de tipo educativo y no penales en el ca-
so de los menores de 14 años.

I.: Algunos sectores de profesionales
han visto en la formación de los equi-
pos técnicos que contempla la Ley del
Menor uno de sus pilares fundamen-
tales, viéndose como uno de sus gran-
des éxitos. Dentro de este marco,
¿cuáles considera usted que son las

principales funciones de un profesio-
nal de la Psicología en este ámbito de
intervención? ¿Cuál considera que es
la contribución de la Psicología al
campo jurídico del menor? 
A.C.: La función de los psicólogos en
el ámbito penal es clave. Trabajan en
diversos terrenos: desde el testimonio
del joven inculpado, pasando por el
análisis y conocimiento de la situación
del menor infractor, el asesoramiento y
puesta en marcha de las medidas im-
puestas por el juez, etc. No podemos
pasar por alto que las medidas que toma
el juez frente al caso concreto del me-
nor sentenciado, en la mayoría de las
ocasiones, se sustentan en los estudios
previos realizados tanto por los psicólo-
gos, como por los peritos en general. En
este sentido, el papel de los psicólogos
es fundamental.

Pero al mismo tiempo, este hecho
constatado también debe hacernos refle-
xionar sobre la gran responsabilidad
que tienen estos equipos multidiscipli-
nares, en los que se encuentra el psicó-
logo. Con esto quiero poner de
manifiesto la necesidad de contar con
buenos informes, bien ponderados y
que vayan más allá de la situación pun-
tual que se condena, ya que un informe
de estas características puede tener con-
secuencias demoledoras tanto para los
jóvenes como para sus familiares. Hay
que escuchar a toda la familia, a todo el
entorno del menor, para poder entender
bien a qué obedece el comportamiento
del menor infractor y, de esta manera,
poder ajustar adecuadamente las senten-
cias y las medidas a adoptar en cada ca-
so. En ese sentido, la responsabilidad de
estos profesionales es altísima. 

Con esto no quiero decir que la labor
que se está realizando sea mala. En ge-
neral, el trabajo se hace bien, siendo
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muy bien valorado por todas las instan-
cias y, sobre todo, por los propios jue-
ces, que ven en estos equipos un apoyo
fundamental.

I.: Usted está señalando la gran res-
ponsabilidad que los profesionales de
la Psicología, junto a los otros inte-
grantes de los equipos técnicos, tienen
en el ámbito de la Justicia del Menor... 
A.C.: Efectivamente, hay que enfatizar
este aspecto. Yo no digo que se estén
haciendo mal estos informes, todo lo
contrario; pero hay que señalar esta im-
portancia por la gran trascendencia que
tienen en la vida del menor. Estos infor-
mes pueden suponer medidas de uno u
otro tipo y en el ámbito puramente de la
tutela o de la guarda (o incluso en el
ámbito penal), una valoración técnica
determinada puede hacerle la vida im-
posible a unos padres o a unos menores.
Un informe mal planteado puede tener
grandes repercusiones para el joven y
su entorno, y esto es lo que nos exige
trabajar con el Colegio de Psicólogos en
la elaboración de guías de buenas prác-
ticas a la hora de realizar los informes,
no tanto en el ámbito penal como en el
civil.

I.: El CGCOP, velando por los intere-
ses del colectivo de los profesionales de
la Psicología, lleva unos años manifes-
tando su malestar por la escasa pre-
sencia de psicólogos en el sistema
sanitario público para satisfacer las
necesidades de los ciudadanos y por la
falta de reconocimiento de la Psicolo-
gía como una profesión sanitaria por
parte del Gobierno. Refiriéndonos al
ámbito jurídico, ¿considera que se
cuenta con un número adecuado de
profesionales de la Psicología para
atender a todas las necesidades que us-

ted ha ido señalando? ¿Cuál es su opi-
nión al respecto?
A.C.: Todos los juzgados cuentan con
equipos técnicos en los que se incluye,
como mínimo, un psicólogo. Ahora
bien, desconozco si estos equipos están
bien dimensionados y si cuentan con to-
dos los profesionales que deberían te-
ner. No obstante, sí me gustaría señalar
otra cuestión de gran relevancia para el
colectivo de psicólogos: me estoy refi-
riendo al carácter multidisciplinar de es-
tos equipos técnicos.

A veces nos encontramos con situa-
ciones en las que los psicólogos están
haciendo labores que no tendrían que
hacer ellos y, en cambio, otros miem-
bros el equipo, cuando no se cuenta con
psicólogos, realizan funciones propias
de estos profesionales. Lo que quiero
decir con esto es que el equipo técnico
debe ser verdaderamente multidiscipli-
nar: el psicólogo tiene que entender y
dar cuenta de la situación psicológica y
del entorno del menor, un médico (ya
sea internista, forense, etc.) tiene que
atender otro tipo de cuestiones y necesi-
dades, etc. Cada profesional debe ocu-
parse de aquellos aspectos para los que
está preparado y es competente, si es
que queremos conseguir auténticos
equipos multidisciplinares e integrados
que funcionen con eficiencia.

En cuanto a la cuestión de si estos
equipos técnicos están bien o mal dota-
dos, ya no depende de mí. Nosotros no
hemos tenido quejas en esta dirección,
porque tampoco tienen porqué dirigirse
las quejas, si las hubiere, a esta oficina.
De lo que sí ha habido quejas es, no
tanto de la configuración de estos equi-
pos, como de los informes elaborados
por los profesionales de esos equipos.
Por supuesto, no hay que perder de vis-
ta que las quejas siempre vienen de la

parte no beneficiada en los informes
elaborados, por tanto, hay que tener la
cautela pertinente. 

En definitiva, para que el trabajo se pu-
diera llevar a cabo de la mejor manera,
se tendría que contar con equipos perfec-
tamente definidos, con funciones clara-
mente delimitadas para cada uno de los
miembros, los cuales deben ser profesio-
nales competentes. En este sentido, los
informes serán buenos documentos si se
cuenta con equipos verdaderamente mul-
tidisciplinares, en los que cada uno apor-
ta lo que sabe y lo que le compete. En
este contexto, la contribución de la Psi-
cología y los conocimientos psicológicos
son fundamentales, habida cuenta del pa-
pel que juegan estos profesionales en to-
do el proceso de enjuiciamiento y puesta
en marcha de las medidas adoptadas por
el juez.

I.: ¿Le gustaría añadir alguna otra
cuestión sobre el tema que nos ocupa?
A.C.: Como colofón, me gustaría desta-
car el magnífico trabajo que se está rea-
lizando por parte del colectivo de
psicólogos y la excelente relación que
esta oficina tiene con la organización
colegial de los psicólogos. Considero
que hay que seguir en esa línea, avan-
zando en la elaboración de esos proto-
colos a los que antes hacía alusión.
Creo que estas herramientas van a dilu-
cidar muchas cosas, van a “poner negro
sobre blanco” muchas cuestiones que a
todos nos gustaría mejorar. Sobre todo,
como comentaba, por la gran trascen-
dencia que estos informes y el trabajo
bien hecho pueden tener sobre la vida
de muchas personas. Ésta es una de
nuestras grandes preocupaciones, que
estoy seguro que podremos afrontar con
el trabajo conjunto con la organización
colegial.


